Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 13 minutos.) 


La Comisión de Hacienda del Senado recibe a los directivos de la Asociación de 
Administradores de Propiedades Inmuebles que pidieron audiencia para emitir su opinión sobre el 
proyecto de ley relativo a las bases de datos de consulta pública. Han concurrido el señor Raúl 
Calandria, el doctor Ugo Soares Netto y la señora María Luisa Decia, a quienes cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR SOARES NETTO.- Agradecemos a los miembros de la Comisión que nos hayan recibido y 
tener la oportunidad de dar nuestra opinión con respecto a este proyecto de ley. 


La Asociación de Administradores de Propiedades Inmuebles -ADAPI- abarca a más de 
setenta inmobiliarias en todo el país y tiene como principal actividad administrar inmuebles arrendados. 


Entendemos que la información incluida en la base de datos es necesaria y útil para la toma 
de decisiones comerciales. Si analizamos las conductas de los postulantes que hacen gestiones ante 
las inmobiliarias podemos conocer el nivel de endeudamiento de las personas y, de esa manera, 
seleccionar al inquilino y al fiador solidario a los efectos de combatir el endeudamiento de aquel y 
también un flagelo que hoy no es tan común: la venta de garantías. Esta operativa consiste en que una 
persona salga de garantía en varias inmobiliarias al mismo tiempo y después se insolvente. Gracias a 
la creación de las bases de datos, las inmobiliarias pueden advertir maniobras de este estilo, es decir, 
la inconducta de un fiador, y advertírselo a sus asociados. 


También el Estado utiliza este mecanismo de base de datos respecto a las garantías que en 
materia de arrendamiento gestiona el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente a través del llamado sistema Siga, por el cual de acuerdo a la conducta crediticia y a los 
informes que la base proporciona sobre la solvencia del postulante, puede adoptar una decisión en 
este sentido. Entendemos que es necesario desalentar el incumplimiento en los pequeños montos de 
los alquileres, porque las personas o los inquilinos saben los costos que podrían tener que enfrentar los 
arrendatarios a la hora de tener que pagar los honorarios de un profesional y la tributación 
correspondiente. En ese sentido, el Clearing o la base de datos ha sido útil para la cobranza de las 
deudas y la implementación de mecanismos que la hicieran más rápida. 


Creemos que la gran fortaleza que tiene el sistema de base de datos que está vigente es que 
no existen antecedentes de que una persona haya sido incluida como morosa sin tener deuda alguna. 
Eso no tiene nada que ver con las cuestiones analizadas o con la preocupación de los señores 
legisladores en cuanto a que algunos inquilinos o deudores se sorprendan por su inclusión en el 
Clearing de Informes. Entendemos que la información contenida en la base de datos es beneficiosa 
para el acreedor, para el deudor y para todo el sistema porque permite diferenciar la conducta de los 
incumplidores de la de los cumplidores. 


Consideramos que este proyecto de ley tiene una ventaja que refleja una preocupación: que 
previamente se le envíe al presunto deudor una notificación a su domicilio constituido o a constituirse. 
Las inmobiliarias recogen esta preocupación, pero nosotros no tenemos esta problemática de la 
notificación previa porque toda inclusión en la base de datos necesita una intimación de pago, el 
desalojo de un moroso y su posterior lanzamiento. Asimismo, respecto a la garantía, para poder cobrar 
los intereses, de acuerdo a lo que establece el artículo 20 de la Ley N* 15.799, se le debe enviar un 
telegrama colacionado. 


A nuestro entender, para que resulte menos lesivo sería necesario que en el proyecto de ley 
se tuviera en cuenta la posibilidad de realizar una reducción de los plazos de permanencia en el 
Clearing y de la información sobre la cancelación de las operaciones incumplidas, y no la eliminación 
de todo registro, a los efectos de actuar con mayor celeridad ante un eventual crédito. 


Tenemos discrepancias con el proyecto de ley por cuanto pensamos que se podría entender 
que con él se intenta proteger supuestos descuidos u olvidos de personas obligadas al pago, que a 
nuestro juicio no pueden ser trasladados a la persona del acreedor. Un sujeto capaz desde el punto de 
vista civil lo es tanto para tener derechos como para contraer obligaciones. Entendemos que al 
eliminar toda inconducta se perdería información para poder evaluar la futura adopción de un criterio 
comercial. Tampoco se puede comparar la cancelación de un embargo genérico con respecto a lo que 
sucede con el Clearing de Informes. El embargo supone las medidas judiciales de la garantía del 
debido proceso y el Clearing es también una herramienta eficaz, menos costosa. A la vez, 
consideramos que tiene consecuencias distintas, en el entendido de que no se puede comparar el 
mecanismo del Clearing con el embargo, porque este último inhabilita la venta de bienes y aquel no. 
Adapi entiende que son dos herramientas con que cuenta el acreedor para satisfacer sus deudas; son 
mecanismos distintos, costos distintos y, evidentemente, consecuencias distintas. 


Dada la preocupación puesta de manifiesto en cuanto al proyecto de ley porque hay abusos o 
una preeminencia de la voluntad unilateral del acreedor, consideramos que, hoy por hoy, con la 
normativa vigente del hábeas data, eso no debería suceder. Tenemos el Área de Defensa del 
Consumidor dependiente del Ministerio de Economía y Finanzas, que puede recoger cualquier reclamo 
de la persona que resulte afectada y, a su vez, por la Ley de Protección de Datos Personales y Acción 
de Hábeas Data, la base de datos está obligada a actualizar la información que esté erróneamente 
introducida. 


Entendemos que quien tiene poder de decisión sobre la base de datos no solo es el acreedor, 
sino también el deudor, que es copartícipe de esa información porque está abierta al público, ya que no 
es reservada. 


Estas son las consideraciones que queríamos poner de manifiesto. Entendemos que el 
proyecto de ley es perfeccionable y que debe analizarse necesariamente en el total de la relación 
crediticia entre el deudor y el acreedor, y no inclinarse por una sola de las partes, en este caso 
concreto viéndolo solo desde el punto de vista del deudor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué sucede con el proyecto de ley si se lo ve desde el lado del deudor? Es 
una afirmación un poco temerosa, ¿no? 


SEÑOR SOARES NETTO.- Adapi se permite hacer esa distinción en cuanto a que las garantías de las 
notificaciones están dadas en materia de arrendamiento y de comunicaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley no está referido a eso exclusivamente. 


SEÑOR SOARES NETTO.- El proyecto de ley nada refiere, por ejemplo, a estas situaciones de 
arrendamiento, a las que se aplica un estatuto con una normativa especial de orden público: el Decreto 
Ley N* 14.219, que establece procedimientos. Creo que las operaciones incluidas como morosas se 
plantean luego de haberse dado todas las etapas de un proceso judicial. Las inclusiones que podrían 
hacerse -porque seguramente deben existir inmobiliarias que incluyen operaciones como morosas sin 
un proceso previo- deberían referir a menores cuantías: cuando el costo eventual de un proceso 
judicial es mayor al posible recupero del crédito. Estoy hablando de inmobiliarias que seguramente 
cuentan con el domicilio constituido, tanto del arrendatario como del fiador solidario, y que 
seguramente habrán cumplido todos los pasos para cobrar esa deuda. 


Siempre las bases de datos constatan algunos incumplimientos y a pesar de que se trata de 
conductas indebidas en algunos casos o abusivas en otros, entendemos que no son la generalidad, 
por lo que las situaciones particulares deberían ser resueltas en función de la casuística. 


SEÑOR AMORÍN.- Dentro de lo que plantean los representantes de la Adapi hay dos situaciones 
distintas. Una de ellas está rodeada de absolutamente todas las garantías porque viene después de un 
proceso judicial, y obviamente así tiene que ser. Ahora bien, hay otra situación que a veces es la que 
preocupa: la de montos menores. Es evidente que si un inquilino debe $ 2.400, uno no va a ira 


un estudio jurídico a realizar todo el trámite; en ese caso, el tema Clearing es una especie de elemento 
de presión. ¿Ahí se notifica al inquilino y al fiador? 


SEÑOR SOARES NETTO..- En todos los casos se debe notificar al inquilino y al fiador. En general, no 
hemos tenido ningún tipo de comentario ni de la base de datos -con la ley vigente- acerca de 
correcciones por inclusiones de inquilinos que no deban nada. De acuerdo a la información que 
tenemos y con la que contamos, en el sistema no hay una inclusión por una, digamos, no deuda. Es 
más, cuando la inmobiliaria estudia la situación crediticia y la conducta de la persona que llega, el 
hecho de que aparezca en el Clearing de Informes no significa que automáticamente rechace al 
inquilino y no habilite el contrato de alquiler, sino que es un elemento más a tener en cuenta para 
adoptar una resolución. Muchas veces los propietarios consultan a las inmobiliarias sobre los 
antecedentes correctos o si hay voluntad de pago. Si la persona ha sido incluida por el no pago del 
abono a la televisión por cable o del servicio telefónico, por un monto de más de $ 1.000 o de $ 2.000, 
porque no puede hacerlo, es algo que hay que manifestar, tomar en cuenta con el inquilino y encontrar 
soluciones, que es lo que se busca. 


SEÑOR CALANDRIA.- Quería hacer una apreciación meramente pragmática. 


Obviamente que nosotros analizamos los informes elaborados por el Clearing de Informes 
sobre los créditos concedidos a cualquier persona, pero muchas veces sucede que la inmobiliaria no 
deja de dar un crédito por montos menores impagos. Nosotros cuidamos el patrimonio de nuestros 
clientes que son los propietarios, y es a ellos a quienes tenemos que dotar de la mayor cantidad de 
garantías como para que ese crédito que otorgamos, al momento de firmar un contrato de 
arrendamiento, sea devuelto con la misma capacidad de repago. Incluso, ese postulante a ser inquilino 
que tiene tanto una deuda pequeña como una deuda grande, no está impedido de arrendar. ¿Por qué? 
Porque muchas veces la persona nos genera la confianza suficiente como para firmar un contrato de 
arrendamiento al presentar tal o cual garantía; con eso nos alcanza. Por eso, más de una vez ese 
informe del Clearing es simplemente una referencia; obviamente que nos interesa tenerlo como tal. 
Cuanto más largo sea el período de referencias, mejor para nosotros porque podremos analizar la 
historia de la persona. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría saber cuál es la dinámica del sistema cuando una persona incumple 
luego de hacer el contrato y arrendar. ¿Cuál es el mecanismo? ¿Cuáles son los motivos para pedir que 
sea incluida en el Clearing de Informes? ¿Se le notifica para que pague? ¿Cuánto tiempo pasa desde 
que se realiza la notificación; cuántos meses o semanas hasta que se adopta una medida? ¿Qué 
cosas pide el Clearing de Informes para incorporar a esa persona como deudora? En definitiva, me 
gustaría saber cuál es la responsabilidad, no tanto de enviar la información, sino de incluir a una 
persona o familia en el Clearing? 


SEÑOR CALANDRIA.- En aras de dar una buena respuesta a esas preguntas, tenemos dos etapas. 
Una es la etapa previa o comercial, que es aquella en la que hacemos todas las gestiones razonables 
como para conseguir que ese crédito sea abonado en tiempo y forma. Me refiero a llamadas 
telefónicas, a búsquedas, a pedir y muchas veces rogar, tratando de entender la situación, porque 
también nosotros nos ponemos en el lugar de ese deudor y entendemos que puede tratarse de alguien 
que perdió el trabajo, se mudó, se divorció, etcétera. Eso lo tenemos en cuenta antes de emprender la 
segunda etapa -que seguramente explicará mejor que yo el doctor Soares Netto- que es la de la vía 
ejecutiva, en la que el asunto pasa a la sección jurídica, para decirlo más claramente. 


SEÑOR SOARES NETTO..- No todo atraso del inquilino se incorpora a la base de datos de morosos. El 
no pago de un alquiler o la simple información de una intimación de pago por un atraso no genera 
habitualmente una inclusión como operación morosa. Una inmobiliaria generalmente incluye a una 
operación como morosa cuando ya ha pasado una cantidad de etapas, ya sean judiciales o 
extrajudiciales, y no va a tener satisfacción del crédito, tanto con el inquilino como con la garantía. 
Quiere decir que las inclusiones en el Clearing de Informes como moroso se dan cuando finaliza la 
relación de arriendo. En ese momento es que se incorpora a la base de datos. 


Con respecto a los requisitos que exige el Clearing de Informes, es de responsabilidad de 
cada cliente. Ante una queja de una persona incluida, la base de datos puede llegar a solicitar 


información; en ese sentido, nos ha sucedido que cuando surge una duda sobre la razón por la que la 
persona fue incluida, se deba demostrar a qué obedece el incumplimiento. Por eso, Adapi puede 
afirmar que entre todas las operaciones que hayan sido incluidas como morosas, hasta ahora no se ha 
registrado una inclusión por una no deuda. Podrá alegar tanto el inquilino como el fiador -sobre todo 
este último- que no recordaba que era garantía, que se mudó o que no lo ubicaron. Es más, cuando un 
fiador solidario toma conocimiento de una deuda y le consta al acreedor que por equis circunstancia no 
ha podido ser informado, generalmente, una vez que ello ocurre, se manifiesta la voluntad de pago. 
Entonces, en esta voluntad de pago también está la voluntad de parte del acreedor de poder eliminar 
todo tipo de antecedentes. Esa discrecionalidad que se le da al acreedor debe ser razonable, a nuestro 
entender, y también debe darse en función de una casuística. Tenemos claro que hay situaciones en 
las que existe una cooperación inmediata, tanto del arrendatario como del fiador y ante un acuerdo de 
cumplimiento o ante un pacto de cuotas, generalmente no se incluye como morosa a esa persona. 
Reitero: se va a incluir a la persona como morosa una vez que la situación esté desgastada y cuando 
no hay un voluntario y espontáneo cumplimiento de las obligaciones; recién ahí se produce la inclusión. 


SEÑORA DECIA.- Quiero aclarar que en nuestro rubro hay dos instancias -a las que ya hicieron 
referencia los señores Calandria y Soares- de tanta importancia una como la otra. 


Respecto a la primera etapa, que es la selección del inquilino y la garantía, sabemos que el 
rubro arrendamiento no tiene un registro ni de garantías ni de contratos. Es cierto que hay muchos 
uruguayos que están en el Clearing -es algo que todos lo sabemos y también por eso hoy estamos 
acá- pero nosotros no debemos tener en cuenta si son diez deudas o más, sino que lo que tenemos 
que ver es qué empresas son, cuánto es el monto y cuánto tiempo hace que están. Nosotros hacemos 
esta búsqueda mediante otros estudios. Más allá de que el Clearing tiene peso y nos ayuda 
muchísimo, no podemos decir que nos lleva a decidirnos en un cien por ciento de los casos. 


A raíz de este tema hemos mantenido reuniones semanales en las que comunicamos esto a 
los socios para que nos dieran información de estas situaciones y para conocer su opinión. Se ha dado 
el caso de que muchos cancelan deudas con organismos públicos; muchas veces, inclusive, les hemos 
dicho que tienen una deuda ya de cierto tiempo y que sería importante que pudieran pagarla haciendo 
un convenio. Quiere decir que a través nuestro la gente ha cumplido; hemos colaborado al 
saneamiento de estas situaciones. 


Otro tema que no es menor y que se da en esta primera etapa de selección es la historia 
crediticia de las personas. Este aspecto es fundamental en nuestro rubro porque una vez que se llega 
a un incumplimiento y se hace la gestión judicial a que aludió el doctor Soares Netto, es porque las 
deudas son por cifras importantes; no estamos hablando de montos pequeños. 


La última etapa es la información que brindamos una vez que la persona cayó en mora y hay 
incumplimiento. En este rubro, todos acudimos a esa base de datos para saber en qué otras 
inmobiliarias sucedió y en qué tiempo ha incumplido. Todo esto colabora a dar una buena respuesta y 
cumplir con nuestra labor frente al propietario, porque es una exigencia del dueño. Nosotros tenemos 
que dar respuestas y, dentro de las posibilidades, estar lo más seguros posible de que se están 
haciendo bien las cosas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la presencia. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Asociación de Administradores de Propiedades 
Inmuebles) 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Empresas periodísticas y de radiodifusión. Se amplía el alcance de las exoneraciones 
tributarias. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. Carpeta N* 1080/2012. Distribuido N* 
1854/2012. 


Fortalecimiento del control y gestión públicos. Normas. Proyecto de ley con exposición de 
motivos del señor Senador Sergio Abreu. Carpeta N* 1087/2012. Distribuido N* 1853/2012. 


La Corporación de Protección del Ahorro Bancario (COPAB), en cumplimiento de lo dispuesto 
por el artículo 24 de la Ley N* 18.401, de 24 de octubre de 2008, remite Memoria Anual y Estados 
Contables al 31 de diciembre de 2011. 


El Ministerio de Economía y Finanzas y la Cámara de Zonas Francas del Uruguay invitan al 
Acto Conmemorativo “Zonas Francas: 25 años proyectándose al futuro”, que se realizará el próximo 11 
de diciembre a las 8.30 horas en la Sala Hugo Balzo del SODRE. 


El Consejo Directivo de la Liga de Defensa Comercial solicita audiencia a fin de manifestar su 
opinión respecto al proyecto de ley del señor Senador Francisco Gallinal, que regula las Bases de 
Datos de Consulta Pública. 


Equifax Clearing de Informes envía comentarios sobre el informe remitido oportunamente por 
AGESIC”. 


Correspondería pasar a considerar el segundo punto del Orden del Día: “Fideicomisos 
Financieros para el Incentivo de la Producción Lechera. Implementación. Proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. Carpeta N* 1069/2012. Distribuido N* 1831/2012”. 


SEÑOR MICHELINI.- Voy a solicitar la alteración del Orden del Día porque, si no entendí mal, el señor 
Presidente sugirió pasar a considerar el proyecto de ley relativo a empresas periodísticas y de 
radiodifusión -del que se dio cuenta en los asuntos entrados- que debería entrar en vigencia el 1? de 
enero de 2013. En la medida en que somos la primera Cámara y ya se cuenta con iniciativa del Poder 
Ejecutivo, de no existir inconvenientes, creo que podríamos aprobarlo. Reitero que eso fue lo que 
entendí. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea de la Mesa era continuar con el Orden del Día pero accederá a la 
propuesta formulada por el señor Senador Michelini. 


El proyecto de ley que acaba de ingresar a la Comisión amplía la exoneración de que 
disponen aquellas empresas periodísticas y de radiodifusión del interior del país que manejan hasta 
2:000.000 de unidades indexadas. Concretamente, se propone extenderla a 4:000.000, por supuesto, a 
favor de ellas. Entonces, como la iniciativa tendría que entrar en vigencia el 1? de enero de 2013, se 
justificaría su tratamiento urgente. 


SEÑOR TAJAM.- Voy a complementar un poco lo expresado por el señor Presidente. 


Hasta ahora, las exoneraciones que tienen las empresas periodísticas y de radiodifusión están 
en un rango fijo de 2:000.000 de unidades indexadas; entonces, si se pasan en una unidad indexada, 
pagan por todo y si están una por debajo, no pagan nada. A esto hay que agregar que obviamente ese 
rango quedó totalmente desactualizado porque las empresas periodísticas, sobre todo las pequeñas 
del interior del país que tienen una mayor difusión y tiraje, están en otra situación económica -incluso, 
tienen mayores posibilidades de publicidad y han visto aumentados sus ingresos- quedaron 
prácticamente por encima del mínimo, a veces, por muy poco margen. 


En principio, habíamos considerado aumentar el tope a 4:000.000 de unidades indexadas, 
pero después el Poder Ejecutivo entendió que era más justo que se adaptara la propuesta a los 
criterios tributarios del Gobierno, es decir, en forma progresiva. De ahí entonces que se tributa por el 
monto que pase de los 2:000.000 hasta los 4:000.000. Una vez que pasa los 2:000.000 de unidades 
indexadas se tributa por la diferencia. Estamos hablando de un régimen similar al de franjas del IRPF. 
Ese es el centro del proyecto, teniendo en cuenta la situación de las empresas a las que hicimos 
referencia. 


SEÑOR AMORÍN.- Estaba estudiando en este momento el proyecto y la impresión que tengo es que 
esto de que hasta 2:000.000 de unidades indexadas no se paga alcanza solo a las empresas que 
facturan hasta 4:000.000 de unidades indexadas. Quisiera saber si una empresa que facture 
4:000.001 unidad indexada paga por la totalidad, es decir desde cero. 


SEÑOR TAJAM..- Ahí todavía se mantiene, señor Senador. 


SEÑOR AMORÍN.- El proyecto dice que hay un régimen especial para los que facturen menos de 
4:000.000 de unidades indexadas. Para esas empresas, hasta que facturan 2:000.000 de unidades 
indexadas no pagan nada y empiezan a pagar de ahí hasta el final del ejercicio sobre el exceso de 
esos 2:000.000. El tema es que hasta hoy si una empresa facturaba menos de 2:000.000 de unidades 
indexadas no pagaba nada y si facturaba 2:000.002 lo hacía por la totalidad. 


Me parece, entonces, que el criterio lógico sería no poner el tope de 4:000.000 de UI, sino que 
deberíamos decir que no paguen las empresas periodísticas que facturen hasta 2:000.000 de Ul y que 
lo empiecen a hacer de 2:000.000 de Ul para arriba. De lo contrario, estamos en la misma trampa: el 
que factura 4:000.002 paga por la totalidad y el que factura por 3:999.999 paga de 2:000.000 de Ul 
para arriba. Reitero que lo lógico sería exonerar hasta los dos primeros millones de unidades 
indexadas. 


SEÑOR ABREU..- En la misma línea, quiero expresar -tratando de interpretar lo expresado por el señor 
Senador Tajam- que hay un tendencia a la gradualidad. 


Personalmente, veo que cuando se superan los dos millones uno, se comienza a pagar en 
forma inmediata una totalidad de impuestos. Eso fuerza, a veces, una actitud de carácter contable para 
no llegar a esa cifra. No sé si es posible establecer una gradualidad; es decir que superando las 
2:000.000 de Ul tampoco se pague la totalidad de los impuestos. Tal vez, el propio Poder Ejecutivo 
pueda establecer una gradualidad en la reglamentación. De lo contrario, es como saltar al abismo. Una 
cosa es no pagar nada y otra es ingresar rápidamente a todo un sistema tributario. Si bien no soy un 
conocedor interno de todo el sistema, pienso que si se coloca el tope de 2:000.000 de UI, cualquier 
empresa de este tipo, para evitar pasar de forma abrupta de un régimen a otro, se puede ver tentada a 
manejar criterios a veces ortodoxos y otras no tanto. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 110 del Título 3 del Texto Ordenado, plantea una exoneración para 
pequeñas empresas periodísticas y de radiodifusión. El objetivo es ayudar a este tipo de empresas. 


SEÑOR HEBER.- ¿A qué monto asciende la cifra de 4:000.000 de UI? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Secretaría está averiguando. 
SEÑOR HEBER.- ¿Cómo se sabe, entonces, si es una cifra grande, chica o mediana? 
SEÑOR MICHELINI.- Deben ser alrededor de US$ 150.000 al año. 
(Dialogados.) 


Estamos hablando de pequeñas empresas periodísticas o de radiodifusión que al día de hoy 
facturan entre US$ 150.000 y US$ 180.000 al año. La intención es que esas empresas, que tienen 
mucho que ver con la libertad de expresión, no se vean ahogadas por un tema impositivo. ¿Qué es lo 
que ha ocurrido? Que por un peso se pasan del tope y deben pagar todo. 


El objetivo de este inciso tiene dos aspectos. El primero es que la exoneración vale hasta las 
2.000 Ul y solo se paga por lo que se factura de más; al año siguiente, la exoneración corre de nuevo 
hasta que ocurra lo mismo. 


SEÑOR COURIEL.- Cuando el Senador Michelini habla de 2.000 Ul en realidad quiere referirse a 
2:000.000 de Ul, ¿no es así? 


SEÑOR MICHELINI.- Sí, señor Senador. 


El segundo aspecto es que se fija ese tope a efectos de que no estén consideradas todas las 
empresas ya que hay algunas que en quince, veinte días o un mes llegan a esa cifra. Reitero que el 
objetivo es ayudar a empresas pequeñas, que tienen determinados costos, que no tienen capacidad de 
manejarse o gerenciarse, que no tienen avisadores privados o que si los tienen son muy pocos y, 
además, que por lo general están radicadas en el interior del país. Hay empresas periodísticas que, por 
su volumen de facturación, ya son de otro porte y que no tienen por qué estar exoneradas -o, por lo 
menos, esa no era la filosofía- sin ninguna razón, por sus primeros quince días o mes de facturación; 
tampoco lo están pidiendo -ni mucho menos- ni les va la vida en ello. 


Entonces, me parece bien que se ponga el monto del tope correspondiente; antes no se 
necesitaba ese monto máximo porque el tope era de 2:000.000 de unidades indexadas y si la empresa 
se pasaba de él debía pagar. Ahora se le dice a las empresas que no hay problema si se exceden de 
ese tope porque se va a cobrar por el resto pero, ¿cuál es el monto del tope? En este caso, el tope es 
de hasta 4:000.000 de unidades indexadas. 


Este régimen de exoneraciones no es para toda la prensa ni para todas las cuestiones en 
discusión porque no es lógico tratar a algunas empresas periodísticas de alto porte -canales de 
televisión y demás- de la misma manera, por ejemplo, que a una pequeña radio de Tupambaé que, 
realmente, si no cuenta con esto cierra; así de simple. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La respuesta a la pregunta planteada por el señor Senador Heber es que 
4:000.000 de unidades indexadas equivalen a $ 10:000.000, o sea, unos US$ 500.000 
anuales -unos US$ 40.000 mensuales- de facturación de ingresos. Según información que proporciona 
la Secretaría, al 5 de diciembre el valor de la unidad indexada se ubica en $ 2, 5192 que, multiplicado 
por 4:000.000 nos da la mencionada cifra de $ 10:000.000. Quiere decir que es una cifra un poco más 
alta que la manejada en un principio. 


Quisiera agregar que en el transcurso de los últimos días me han llamado representantes de 
varias de estas empresas, que se mostraron muy interesados en el proyecto de ley lo que quiere decir 
que, efectivamente, implica un beneficio considerable. 


SEÑOR TAJAM..- Quería hacer referencia a este tema del tope, pero no en cuanto al monto porque es 
difícil determinar si es grande o chico en función de esa cifra. Lo que quería decir es que investigando 
sobre los ingresos de las empresas periodísticas -como dijimos antes- dedujimos que esto va a 
beneficiar, fundamentalmente, al periodismo del interior y en ese rango entran prácticamente todos los 
que hoy tienen problemas con el margen de los 2:000.000 de unidades indexadas. Me hubiera gustado 
traer la lista correspondiente, pero aclaro que la tengo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, si quisiéramos ampliarlo necesitaríamos de una nueva iniciativa. Hay 
un planteamiento -simplemente quiero dejar constancia de ello- que me hicieron unos cuantos, referido 
al ejercicio. Ellos pretendían que se les autorizara que su ejercicio comenzara a mitad del año pasado, 
pero en ese caso también tendríamos dificultades. Entonces, creo que es mejor aprobar el proyecto de 
ley y después vemos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar este proyecto de ley. 
(Se vota:) 
-8 en 8. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR HEBER.- Propongo al señor Presidente como miembro informante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-7 en 8. Afirmativa. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en tercer término del Orden del Día: “Fideicomisos 
Financieros para el Incentivo de la Producción Lechera. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. Carp. N* 1069/2012. Distribuido N* 1831/2012”. 


SEÑOR TAJAM.- Se trata de un proyecto de ley que está abocado, fundamentalmente, a la provisión 
de tierra para la producción lechera, cuyo volumen ha venido creciendo en números históricos, 
prácticamente, en la misma cantidad de tierra ocupada y, a veces, en superficies más chicas. Es 
indudable, sobre todo por la recría, que este sector tiene la necesidad de ocupar una mayor cantidad 
de territorio. 


Entonces, en momentos donde la actividad agropecuaria es intensa -hay una competencia 
muy fuerte por la tierra- pretendemos agregar un instrumento para favorecer su disponibilidad para el 
sector lechero. 


La implementación de este instrumento está basada en lo que fueron los fideicomisos 
financieros para esta misma actividad y tiene que ver con un aporte de la propia producción. Por tanto, 
el fideicomiso será el encargado de localizar las tierras para luego arrendarlas. Además, se plantea que 
haya un primer aporte del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca de $ 20:000.000 para iniciar el 
fideicomiso. 


Estas características no son ninguna novedad con respecto a los anteriores fideicomisos. Tal 
vez la novedad estriba en que el proyecto agrega un régimen, digamos, de desalojo. El proyecto de ley 
otorga herramientas muy fuertes en el caso de que existan incumplimientos en estos arrendamientos. 
De esa forma el fideicomiso va a tener una ágil operativa. 


Me parece que lo relativo a los arrendamientos es lo que podría tener alguna discusión; 
además, hay que tener en cuenta que se desvincula del régimen general de arrendamientos. 


SEÑOR ABREU.- Veo con mucho interés este proyecto de ley. Es más, considero que necesitaríamos 
un asesoramiento más puntual, sobre todo por la sensibilidad del sector involucrado. Se trata de un 
fideicomiso financiero destinado a facilitar el arrendamiento de tierras con una determinada finalidad, 
cuyo precio -obviamente- es diferente al que se paga por la tierra para cría, ganadería y demás. Pero 
hay un elemento que también tendríamos que tener en cuenta: el escenario que hay detrás de un 
proyecto de ley de esta naturaleza. La realidad del sector lechero ha mostrado un aumento importante 
de la productividad y una gran reducción de los tenedores de predios debido al impulso de la 
tecnología y a la dimensión que tiene una empresa de este tipo. 


Creo que la idea es buena pero es solo el inicio, porque se estaría ofreciendo financiación a 
pequeños productores para ayudarlos con el arrendamiento de tierras. Sin embargo, tenemos que ver 
cuál es el concepto de productividad que hay detrás de todo esto para ver si es posible enfrentar los 
hechos de la realidad: un aumento de productividad tecnológica, de capital y una reducción del 
pequeño productor rural, no precisamente por tener dificultades para el arrendamiento sino para 
acompañar un proceso tecnológico muy fuerte que tendríamos que analizar. Sería bueno evaluar la 
totalidad del proceso y no simplemente este aspecto, en el que estoy de acuerdo, pero -reitero- 
me gustaría tener un asesoramiento más puntual sobre el tema. 


No obstante, en principio comparto la intención de ayudar en el inicio de la cadena de 
producción, que es la financiación del arrendamiento. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR AMORÍN.- En mi opinión, deberíamos convocar al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca para que nos informe sobre el tema. En principio, esta iniciativa me entusiasma pero - 
coincidiendo con el señor Senador Abreu- me parece que resulta esencial el asesoramiento. 


SEÑOR TAJAM.- En lo que tiene que ver con la potencialidad del sector y la productividad, que viene 
en aumento, hay varias causalidades. El señor Senador Abreu mencionó la de la tecnología, que no es 
el tema central... 


SEÑOR ABREU..- Efectivamente, no lo es. 


SEÑOR TAJAM.- Esto atacaría una restricción de tierras para incrementar las potencialidades del 
sector. Entonces, habría que circunscribir el objetivo del proyecto a esa restricción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, tendríamos que decidir la fecha en que se convocará al 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


En definitiva, para el jueves 13 citaríamos al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca 
o a quien él designe. Personalmente, si les parece, creo que también deberíamos convocar a la 
Asociación Nacional de Productores de Leche y a la Cámara Uruguaya de Productores de Leche... 


SEÑOR COURIEL.- ¿Ellos pidieron? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, pero comparecieron ante la Cámara de Representantes y viene a ser 
otra cara del mismo tema. Una vez escuchadas todas las opiniones veremos cómo proceder. 


SEÑOR MICHELINI.- En la Comisión de Constitución y Legislación el señor Senador Moreira planteó 
citar al señor Ministro para abordar temas relativos a la seguridad y la única fecha en la que ambos 
tendrían disponibilidad es el jueves 20 de diciembre. Ya estaríamos en receso pero, de cualquier 
modo, las Comisiones fueron autorizadas a sesionar. En virtud de que seguramente será una reunión 
bastante extensa, pediría al señor Presidente que en caso de que fuera necesario citar a la Comisión 
de Hacienda se buscara otro día -varios integramos ambas Comisiones- puesto que de otra forma 
podría parecer que estamos dilatando las inquietudes que desea plantear el señor Senador Moreira 
sobre esta temática para luego de enero, lo que no es intención de ninguno de los Senadores ni del 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En principio evitaríamos sesionar el jueves 20 y en caso de ser necesario citar 
a Una reunión buscaríamos una fecha alternativa, la que obviamente consultaríamos con los demás 
integrantes de la Comisión. 


SEÑOR AMORÍN.- Hace aproximadamente un mes solicité que fuera convocado el señor Ministro de 
Economía y Finanzas para dialogar sobre distintos temas pero hay tres que entendemos de particular 
importancia: la inflación, el déficit fiscal y el tipo de cambio. Desde la Secretaría se nos informó que el 
señor Ministro estaba con algunas complicaciones para poder fijar una fecha. Lo entiendo, pero 
advierto que fue citado por la Comisión de Hacienda del Senado. Sé que tiene que atender temas 
mucho más importantes y me consta que en algunos está trabajando con entusiasmo, pero me 
gustaría saber qué posibilidades existen de que venga a hablar sobre estos tres aspectos que a 
nuestro juicio son bien importantes. 


SEÑOR HEBER.- Me parece muy importante que antes de fin de año el señor Ministro de Economía y 
Finanzas se haga un tiempo para concurrir a esta Comisión, porque sus integrantes no nos merecemos 
una respuesta de este tipo ya que algunas veces hemos levantado el receso para buscar un momento 
y adecuar nuestros horarios a su tiempo disponible. Insisto en que de acuerdo con los temas que ha 
citado el señor Senador Amorín, corresponde que concurra. 


En el caso de que encuentre un momento para hacerlo -estoy seguro de que así va a suceder- 
me interesaría que en la convocatoria que hace el señor Senador Amorín, se incluya una consulta que 
en el día de ayer me hizo un grupo de personas provenientes de la frontera, referida al tema del 
combustible. Ellos solicitan que se les rebaje el importe de los impuestos -como ocurre en el litoral- 
cuando haya informes favorables de Ancap al respecto. El señor Ministro respondió que no estaba de 
acuerdo y me gustaría hablarlo con él, porque creo que no estamos recaudando nada, puesto que la 
diferencia es $ 19. Esta es la situación y, por lo menos los que somos de frontera, sabemos que hoy 
es el peor negocio, porque la tarjeta ejerce control sobre este tema, controla el abuso o el derrame y 
esta es una buena solución. De seguir así, en el día de mañana ninguna estación de servicio podrá 
vender miles de litros de combustible. 


Por lo expuesto, después que se haga la consulta, me gustaría incluir este asunto. Descarto 
que los señores Senadores -sobre todo el señor Senador Michelini- van a hacer todo lo posible para 
que el Ministro de Economía y Finanzas, economista Fernando Lorenzo, asista porque, de lo contrario, 
sería un desaire más al Parlamento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desde la Presidencia de la Comisión vamos a apoyar las gestiones para ver 
si es posible que en el correr de este mes se logre la comparecencia del señor Ministro de Economía y 
Finanzas, puesto que todos compartimos que es importante su presencia. 


Si me permiten los señores Senadores, voy a informar sobre otro asunto. En el transcurso de 
los últimos quince días recibí varios pedidos de audiencia por parte de distintas asociaciones para 
referirse al proyecto de ley sobre las tarjetas de crédito, que tiene media sanción de la Cámara de 
Representantes. Me he permitido señalarles que de acuerdo con algunas conversaciones informales 
que hemos mantenido dentro de la Comisión y teniendo en cuenta la opinión del Ministerio de 
Economía y Finanzas, había interés en que en el transcurso de esta temporada se evaluara la rebaja 
de los aranceles que se iban a producir, que en marzo del año que viene se retomara el tema y que 
todos los que han solicitado audiencia van a ser recibidos. Esta respuesta dejó satisfechos a los 
interesados. De modo que si les plantean este tema -lo que es probable que suceda- les trasmito que 
esto fue lo que conversé con varias de las asociaciones que han venido a mi despacho o han llamado 
por teléfono y que están muy interesadas en el tema. 


SEÑOR ABREU.- Respecto a un proyecto de ley que se le dio entrada, quería ver si es posible que la 
Comisión de Hacienda solicite información a la Asamblea General sobre cuál es la cantidad de 
observaciones que el Tribunal de Cuentas ha realizado por ilegalidad; repito, las que están en el ámbito 
de la Asamblea General. Como es dentro del propio Poder, creo que se puede hacer un simple trámite 
para prepararnos para estudiar una iniciativa y tomar posición al respecto. De esta forma, por lo 
menos ya sabemos a qué nos estamos refiriendo cuando hablamos de las observaciones del Tribunal 
de Cuentas en materia de legalidad radicadas en la Asamblea General, tal como dispone la 
Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaria me señala que el señor Ministro no solamente tiene la agenda 
un poco complicada, sino que por lo que resta del año no estaría en condiciones de concurrir a la 
Comisión. 


SEÑOR AMORÍN.- Nosotros lo citamos a mediados de noviembre por lo que, con total franqueza, debo 
decir que no me parece correcto que en 45 días no disponga de dos horas para venir a la Comisión de 
Hacienda del Senado. Quería dejar constancia de esto en actas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Adelanto que me pondré en contacto telefónico hoy mismo con el señor 
Ministro para ver si podemos encontrar algún día para cumplir con lo que, en definitiva, fue una 
decisión de la Comisión. 


SEÑOR TAJAM.- Consulto si la problemática del señor Ministro está circunscripta al día en que se 
reúne ordinariamente la Comisión porque, de ser así, podríamos buscar otro momento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que se nos informó, no es ese el motivo por el cual no ha 
podido concurrir. Como dije, haré las gestiones del caso. Vamos a encargarnos -especialmente la 
Secretaria- de hacer los trámites correspondientes y, si no prosperan, el Presidente de la Comisión 
tratará de lograr la información de parte del Presidente de la Asamblea General. 


SEÑOR MICHELINI.- En el día de ayer algunos Senadores del oficialismo conjuntamente con 
integrantes del Poder Ejecutivo trabajamos intensamente en el proyecto de ley presentado por el 
Presidente de la Comisión, señor Senador Gallinal. Inclusive, tenemos algunas diferencias entre 
nosotros y planteamos como objetivo traer una propuesta -el Poder Ejecutivo también haría aportes- 
para finales del mes de febrero a los efectos de consensuar o, por lo menos, alcanzar amplias 
mayorías. De todos modos, la idea es no sacar el proyecto de ley del Orden del Día. Por si hay gente 
interesada en ampliar la información sobre este tema en las próximas semanas o a principios de 
febrero, aclaro que estamos trabajando seriamente para hacer aportes como oficialismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, dejamos la definición sobre este proyecto de ley para el 
próximo Período. Me parece muy bien que se estudie. 


Por otra parte, hay pedidos de audiencia para referirse a este proyecto de ley. Todos tienen el 
mismo origen y es que los mandan desde el Clearing; todos vienen con el mismo razonamiento. 
Veremos qué hacemos a este respecto. 


Lo único que quiero señalar es que, a mi juicio, el corazón del proyecto de ley son dos 
conceptos. Uno de ellos es que el que paga y cancela su obligación debe salir del Registro; el otro es 
que se envíe una notificación previa a la persona de que va a ser ingresada a ese Registro. Creo que 
esa es la médula y si eso se elimina, pierde su razón de ser y se complicaría enormemente. De todas 
maneras, esto queda abierto a todas las opiniones que quieran hacernos llegar. 


SEÑOR ABRELU.- El señor Presidente quedó en hacer las gestiones para que el Ministro de Economía 
y Finanzas comparezca ante la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Haré las gestiones hoy mismo. 


SEÑOR ABREU.- Me gustaría agregar otros temas para hablar con el Ministerio de Economía y 
Finanzas, sobre todo de política comercial y de algunas obligaciones que estamos asumiendo. Quiero 
que quede constancia de eso porque quizás en el devenir de la discusión podamos incluirlos sin 
distorsionar el corazón, el motivo y las razones fundamentales de la comparecencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agotado el Orden del Día, se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 23 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


